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E l presidente Andrés Manuel López Obra-
dor se estrenó en las iniciativas preferen-
tes con la contrarreforma al sector eléctrico 
por una sola razón, no quería que nada 
ni nadie se interpusiera ante su idea de re-

gresar al pasado estatista a ese sector.
Y no ha tenido que engañar a nadie. López 

Obrador en ningún momento ha dicho que su ini-
ciativa preferente sea por un interés en los consu-
midores, o en el desarrollo sano del sector eléctri-
co, claramente ha dicho que su propósito ha sido 
salvar a la Comisión Federal de Electricidad (CFE). 

Tampoco nadie puede llamarse a sorpresa por-
que sus diputados y senadores sean totalmente 
obedientes. El líder de la 4T dijo hace casi un mes 
que quería que pasara su iniciativa sin que le mo-
vieran una sola coma y sus diputados y senadores 
simplemente obedecen. 

Las marrullerías de convocar a supuestos Parla-
mentos Abiertos, de escuchar a los empresarios y a 
los expertos, de que salgan los representantes par-
lamentarios a declarar que ellos verían bien algunas 
adecuaciones, todo eso no es más que un espectá-
culo político para los que todavía le quieran creer al 
cuento de que dentro de la 4T hay pluralidad. Na-
da, en este régimen hay una sola voz. Una. 

Pero por lo pronto, hay que ver lo que en tan so-
lo dos años han hecho con la CFE para entender 
por qué la urgencia de regresarle el monopolio a 
cualquier costo. 
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La gran 
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Los gobiernos anteriores eran muy torpes pa-
ra comunicar y nunca pudieron posicionar ante la 
opinión pública las fortalezas que tenía la CFE y su 
capacidad para competir en un mercado abierto. 
Ni tampoco pudieron vender el éxito que fue final-
mente liquidar una empresa tan ineficiente y tóxica 
para las finanzas como la compañía de Luz y Fuer-
za del Centro (LyFC), que ineficientemente dotaba 
de luz al centro del país. 

Hoy, desafortunadamente, la CFE parece seguir 
los pasos de LyFC y aquella empresa que llegó a 
ser un ejemplo entre los mercados emergentes, hoy 
se hunde en muchas decisiones de corte populista. 
Y los que pagarán los excesos serán los consumi-
dores de todos los niveles. 

Y no es la competencia de los particulares 
la que tiene hoy a CFE con pérdidas multimillo-
narias por dos años consecutivos. Ese es el dis-
curso que quieren presentar, la realidad es que 
hay una depredación de la empresa con fines 
electoreros. 

Hay que ver las cifras. Durante los dos últimos 
años del gobierno de Enrique Peña Nieto, la CFE 
tuvo ganancias, en 2017, de 77,150 millones de 
pesos, durante 2018, de 110,000 millones de pe-
sos. Hay que ver los números de los dos prime-
ros años de gobierno de López Obrador, durante 
2019 CFE tuvo pérdidas por 40,400 millones de 
pesos y el año pasado pérdidas por 78,900 millo-
nes de pesos. 

Pero, desde el año pasado, por instrucciones di-
rectas del presidente López Obrador los trabaja-
dores de CFE tienen beneficios de jubilación antici-
pada que ningún trabajador de ese sector tiene y 
las prestaciones laborales no corresponden ni a la 
situación financiera de la empresa, ni a ningún es-
tándar de productividad. Evidentemente, las prin-
cipales pérdidas de CFE son en la carga laboral.

La decisión es, pues, paliar esas malas decisio-
nes con un regreso al monopolio eléctrico. 
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En un contexto complicado para las 
sociedades financieras populares (sofi-
pos), Fincomún ha recibido una inyec-
ción de 100 millones de pesos de capital 
por parte de sus accionistas con el fin de 
apuntalar su oferta de servicios digitales 
a sus más de 422,000 clientes.

David Romero Morfín, director ge-
neral de Fincomún, habló en entrevista 
sobre las perspectivas de negocio de es-
ta sofipo para el 2021, luego de un 2020 
complicado pero que pudo sortear y 
desmarcarse del sector en general con 
indicadores en números positivos.

“Para apuntalar este tema que tiene 
que ver con el desarrollo digital, los ac-
cionistas hacen una inyección de capi-
tal adicional, de 100 millones de pesos 
para, insisto, incentivar el desarrollo 
tecnológico digital que permita atender 
mejor a los clientes”, comentó el direc-
tivo de Fincomún.

A septiembre pasado, de las 39 sofi-
pos en operación, sólo 12 presentaron 
números positivos en su utilidad; Fin-
común registró una ganancia de 2.7 mi-

llones de pesos. De acuerdo con Romero 
Morfín, con esta inyección de 100 mi-
llones de pesos, su índice de capitaliza-
ción superará 200%, mayor al mínimo 
regulatorio de 130 por ciento.

“Tenemos que desarrollar y tener 
todas las facilidades de omnicanalidad 
o multicanalidad que permitan a los 
clientes hacer sus transacciones dife-
rentes a la tradicional”, detalló Rome-
ro Morfín al referirse que muchos de sus 
clientes que se encuentran en la infor-
malidad son atendidos en la red de 93 
sucursales de esta institución.

Apoyo a negocios
Fincomún es una institución enfoca-
da tanto al crédito comercial como al 
de consumo en regiones populares. De 
acuerdo con su Director general, la pan-
demia puso a prueba la experiencia de 
más de 20 años de la institución para 
que sus indicadores no cayeran.
“En el 2020, como a toda la industria 
financiera, a Fincomún se le exigió que 
tuviéramos una atención especial con 
los clientes, en un contexto donde la 
economía cayó de manera importan-
te”, dijo.
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Desbordan ya las opiniones, a favor y en contra, 

tanto en las redes sociales, como en los medios 

impresos, cursos virtuales, conferencias, co-

lumnas y cualquier otro medio de comunicación, 

de las expresiones que, desde Palacio Nacional 

y otras oficinas gubernamentales, sentencian 

que inevitablemente: es indispensable el fortale-

cimiento de Pemex y de la Comisión Federal de 

Electricidad, defenderlos de los intereses que 

pretenden debilitarlas y que, por tanto, se llevará 

a cabo lo necesario para dotarlas de elementos 

que les permitan un mayor crecimiento econó-

mico. Muy bien por las empresas productivas del 

Estado, pero, y los mexicanos, ¿cuándo?

Se ha comentado ampliamente la iniciativa 

preferente del Ejecutivo por la que se reforman y 

adicionan diversas Disposiciones de la Ley de la 

Industria Eléctrica (LIE). 

Existen diversas opiniones que señalan que, 

la iniciativa no solo es contraria a las disposi-

ciones constitucionales vigentes, sino que ata-

ca de manera directa, casi expropiatoria, a las 

inversiones en el país, afecta negativamente la 

economía mexicana y de todos los mexicanos, 

atenta contra la seguridad jurídica y el Estado de 

Derecho, no garantiza la generación de electrici-

dad en las mejores condiciones y, además, aten-

ta contra nuestro derecho humano a un medio 

ambiente sano y sustentable.

Hay interpretaciones que las nuevas Dispo-

siciones van en contra de la reforma energética 

de 2013, no sólo en materia de energías renova-

bles o generación de electricidad, sino también 

en el sector hidrocarburos.

Y LOS MEXICANOS, ¿CUÁNDO?
Ante el embate regulatorio, las empresas, orga-

nizaciones civiles e incluso órganos autónomos co-

mo COFECE, han impugnado por la vía judicial las di-

versas disposiciones que, en los hechos, anulaban 

la reforma energética de 2013, ante lo cual se han 

declarado suspensiones y en algunos casos, la in-

constitucionalidad de tales disposiciones. En este te-

nor, en los últimos dos años se han tomado diversas 

decisiones en el sector energético, sólo por mencio-

nar algunas: suspensión de rondas petroleras para 

el otorgamiento de bloques para exploración y ex-

tracción de petróleo y gas; la cancelación de subas-

tas para la generación de energía eléctrica, que en 

su momento alcanzaron niveles tarifarios interna-

cionalmente reconocidos y un porcentaje sin prece-

dentes de energías limpias; la Política de Confiabili-

dad de SENER; también se han emitido regulaciones 

más estrictas para la importación y exportación de 

petrolíferos que podrían resultar en incentivos con-

traproducentes; en adición a la suspensión oficial de 

trámites administrativos de los órganos reguladores 

que mantienen sin resolución oficial una diversidad 

de procedimientos relacionados con los permisos, 

indispensables para cualquier actividad en el sector. 

Este silencio administrativo debió tomar en conside-

ración que, con la llegada de la pandemia y las diver-

sas medidas gubernamentales, el sector energético 

fue declarado como esencial y, por tanto, no sujeto a 

la cuarentena obligada, por su relevancia para la vida 

cotidiana y económica del país. 

En este ambiente regulatorio, no obstante que 

fue declarada inconstitucional la Política de Con-

fiabilidad de SENER, con los mismos argumentos y 

elementos, se presenta la iniciativa preferente de la 

Ley de la Industria Eléctrica.  

Con la finalidad de conocer la opinión de los inte-

resados, la Comisión de Energía citó a un Parlamen-

to Abierto, en el cual se expresaron argumentos en 

pro y contra de la iniciativa.

Dicho Parlamento, mostró una polarización ab-

soluta, la misma polarización que se vive, todos los 

días, en la calle, en los medios de comunicación y, 

en particular, en las redes sociales. Lo que llama la 

atención en el caso de la LIE es que, en ambas po-

siciones, a favor y en contra de la iniciativa de refor-

ma; se argumenta la libre competencia como factor 

fundamental, unos en “defensa” de la CFE y otros, 

en favor del marco constitucional vigente. Al pare-

cer, para algunos participantes del parlamento, la 

presencia de particulares en la generación de ener-

gía eléctrica, significa un monopolio de la actividad 

por parte de los privados. También escuchamos, por 

ejemplo, que una planta termoeléctrica puede llegar 

a contaminar igual que dos automóviles antiguos, 

rebasando cualquier argumento en favor de la lógica 

o el sentido común, que a veces no lo es tanto.

Llama la atención que los defensores de la ini-

ciativa tienen un discurso idéntico, señalando cons-

tantemente el orden, la seguridad energética, la so-

beranía nacional, el supuesto monopolio por parte 

de la iniciativa privada, el control y privilegio de in-

versionistas extranjeros en detrimento de la Na-

ción y la necesidad de “poner orden” a los permisos 

otorgados por la anterior administración.

Entre los argumentos en contra, con el texto 

en la mano es posible concluir que la Constitución 

tutela el derecho a un medio ambiente sano, las 

libertades de comercio e industria, la sustentabi-

lidad y la competencia económica con la rectoría 

del Estado. 

Hoy, la iniciativa de reformas ha sido ya aproba-

da por la Cámara de Diputados.  Se anticipa que, en 

la Cámara de Senadores, será aprobada antes de 

que termine el mes de marzo.  Una vez publicada 

en el Diario Oficial de la Federación, será pertinen-

te estar atentos a las diversas acciones de control 

constitucional que, en su caso, sean interpuestas 

no solamente por parte de empresas afectadas di-

rectamente por la iniciativa sino, también por parte 

de colectivos y organizaciones de la sociedad civil 

que, en algún momento, podrían preguntar “…y los 

mexicanos, ¿cuándo?”


